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EL PRECIO: PACTO, TIPOS E INCIDENCIA EN LOS PROCESOS DE SELECCIÓN

María Alejandra Arango Alzate

RESUMEN. Hay varias maneras de entender el concepto de precio, por lo menos como cláusula de los contratos estatales, pero hay algo claro: su posición en el ámbito contractual del Estado es privilegiada: su adecuada estipulación contribuye a la correcta ejecución del contrato y al desarrollo exitoso, en general, de los procesos contractuales. Lo anterior no obsta para comentar varios aspectos que complejizan el asunto. En esta ocasión se tratarán dos: la forma de pactar el precio y el momento en que se incorpora al contrato estatal; y la reflexión de lo importante que es la cláusula, donde se estudiará su presencia, en el escenario precontractual, de aspectos presupuestales, procedimentales, de selección y evaluación de ofertas. Este texto, además, comentará las ideas expuestas por el profesor Fabián G. Marín Cortés, en el libro El precio, de la serie Las cláusulas del contrato estatal.
Preliminar 

Pese a los sentidos con que es posible entender la cláusula del precio en los contratos estatales, una cosa es clara: ocupa una posición privilegiada en la contratación, al punto que de su adecuada estipulación depende, en muchos casos, la correcta ejecución del contrato y la conclusión satisfactoria de la relación jurídica. 
Por lo anterior, en esta oportunidad se analizarán dos aspectos: algunos asuntos particulares del precio, en concreto su tipología y el momento en que se define; y posteriormente la injerencia de la cláusula en la etapa precontractual, donde vale la pena referirse a el como criterio para la asignación de partidas presupuestales, para la definición de los procesos de selección y en varios eventos para la calificación de ofertas, sin obviar otras cuestiones que surgirán sobre la marcha.

Cabe señalar que se atenderán, de manera directa, las tesis propuestas por el profesor Fabián G. Marín Cortés, en el libro El precio
, de la serie Las cláusulas del contrato estatal; y en lo pertinente se complementarán con elementos legales, jurisprudenciales y doctrinarios. 
1. Aspectos generales del precio: forma de pactarlo y momento en que se define

Marín Cortés asume como central el estudio del precio, porque considera, como lo hizo Bustelo, que su injerencia se presenta en todos los aspectos de la actividad contractual, por tanto se refleja a partir de la selección del contratista –con las actuaciones que comprende–, al momento de perfeccionar el contrato –art. 41 de la Ley 80 de 1993– y durante la ejecución, en la medida en que esta cláusula permite «… interpretar y dar adecuada solución a las distintas controversias que, durante la etapa de ejecución del contrato, pueden presentarse…»
. 
Estas consideraciones son un anticipo de lo que se expondrá en el segundo acápite. Para comprenderlo es necesario que, en primer lugar, se comprendan algunos aspectos formales del precio. En ese sentido, se tratarán dos cuestiones: i) la forma en que se pacta el precio y ii) el momento en que se define. 

1.1. Formas de pactar el precio
La forma en que se pacta el precio responde, generalmente, a las notas particulares de cada negocio jurídico, lo que imposibilita establecer un patrón de clasificación: el contrato de obra, el de arrendamiento, el de empréstito, el de suministro, el de fiducia; en cada uno responde a aspectos que las partes han analizado previamente: materiales, mano de obra, expectativas, riesgos, un sinfín de elementos que varían en función de los actos negociales.
Pese a lo anterior, ha existido una manera, por lo menos estipulativa, de clasificar la forma de pactarlo, que procede de los estatutos contractuales anteriores a la Ley 80 de 1993: el precio global o alzado y el precio unitario. A ninguno lo define el actual estatuto contractual, pero en los estatutos anteriores se regulaban para los contratos de obra
, bajo la denominación formas de pago
. 
Como la Ley 80 no regula estas figuras, lo hizo la jurisprudencia y la doctrina. Así, Marín Cortés define el precio global como el sistema en el cual «… el contratista recibe el dinero, a título de pago, por el total de la obra, bien o servicio prestado o ejecutado»
, sentido que se conecta con el de Matallana Camacho, quien, apoyado en Escobar Henríquez, señala: 
«… cuando en el contrato de obra se pacta una suma global como remuneración al contratista, quedan incluidos todos los costos en que deba incurrir el mismo para la ejecución de la obra, por ende se entiende que se incluyen tanto los honorarios de los profesionales a cargo del proyecto como las utilidades del contratista»
. 
Es característico de esta modalidad que se trate de una suma fija, lo que implica el conocimiento exacto del valor total del contrato. Obviamente, con una precisión adicional: «Se dice que es “fijo”, en el sentido en que la suma pactada no cambiará, mientras se mantengan las condiciones de contratación»
. Esto es importante en la medida en que otro entendimiento eventualmente afectaría las condiciones económicas de una de las partes –generalmente al contratista–. Este asunto lo precisa la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, mediante una serie de pronunciamientos que convergen en una tesis: que se haya pactado el precio global no obsta para que la Administración reconozca los eventos que alteran la ecuación financiera del contrato, y que escapan al control del contratista
. 
Lamprea Rodríguez destaca la conveniencia de que el precio global haya desaparecido del actual estatuto contractual, pues llevaba ínsita la renuncia del contratista a la revisión del precio: «Esta modalidad acarreó dos efectos a cual más deplorables: o se sobreestimaban los riesgos de sobrecosto, para precaver posibles o imaginados “imprevistos”, o se calculaba como si el futuro garantizara que no habría causal de cambio alguno y al que desde el comienzo renunciaba el contratista»
. 
Pese a la opinión de Lamprea, Marín Cortés enumera varias ventajas de esta figura: en primer lugar, para las entidades reduce el riesgo de que las cantidades de trabajo o materiales sean mayores a los previstos, «… pues en tal caso, el problema lo asume el contratista, quien debe ser cuidadoso, en extremo, para formular un precio global que recoja las posibles contingencias»
. Esto sin olvidar lo que sostiene la Sección Tercera, como se indicó en párrafos previos. Y para el contratista también es ventajoso: porque si en la ejecución el costo de los materiales o de la mano de obra es menor, supondrá un incremento de su utilidad, puesto que a la entidad le interesa que le entreguen el objeto contratado, no pudiendo descontarle al contratista los gastos en los que no incurrió
. 
El precio unitario, por su parte, se entiende como aquel en el cual: 
«El valor es el resultado de unas operaciones aritméticas, que surgen como consecuencia de unos estudios y diseños de las obras a ejecutar, en donde se determinan unos ítems o unidades de obra que han de ejecutarse, al igual que las cantidades de obra de cada ítem que se requieren para culminar el trabajo. Entonces, una vez establecidos los ítems o unidades de obra, es necesario precisar cuántas unidades de cada uno de estos ítems se requieren para concluir los trabajos. Ya conocidos los ítems y cantidades de obra requeridos, se deberán fijar los precios de cada unidad de obra para determinar el precio total de cada ítem y luego el precio total del contrato»
. 
En palabras más simples, se hace una operación matemática que tiene en cuenta: i) qué cosas se necesitan, ii) qué cantidad de cada cosa y iii) cuánto vale cada una. Con esos datos, se multiplica el total de cada cosa (ii) por su valor individual (iii); todo sumado para obtener el valor total del contrato. 
Esta modalidad comparte una característica con el precio global: «el contratista también se responsabiliza del personal contratado, de la adquisición de la herramienta, la maquinaria y de todos los materiales que necesite para cumplir sus obligaciones»
. Esta modalidad, al igual que el precio global, tiene profunda incidencia en la forma de pago; así, mientras en aquel importa la entrega efectiva del objeto contratado, más que la cantidad de obra ejecutada en cada periodo de pago; en este es fundamental la ejecución efectiva, toda vez que constituye lo que la entidad pagará. 
1.2. Momento en que se define el precio
En virtud de los principios de planeación y economía, el precio se estima desde la elaboración de los estudios previos, donde el análisis del mercado permite aproximarse al valor que puede tener la prestación de un servicio o la entrega de un bien. Sin embargo, como el proceso para seleccionar al contratista comporta la interacción entre los oferentes y la entidad, la aproximación inicial está sujeta a variaciones: será de esa interacción que resulte el valor exacto del objeto a contratar. 
Lo anterior funciona como paradigma de una regla general: «el momento en que se concreta el precio del contrato es en la adjudicación»
, es decir, una vez conocidas las propuestas y evaluadas por la entidad. Esto, claramente, cuando el contratista se busca a través de los mecanismos de selección de amplia concurrencia –como lo precisa Marín Cortés–: licitación pública, concurso de méritos, selección abreviada y contratación de mínima cuantía. 
Ahora, la entidad también puede seleccionar al contratista de manera directa
, si se cumple alguno de los supuestos del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007: i) eventos de urgencia manifiesta, ii) contratos de empréstito, iii) contratos interadministrativos, cuando las obligaciones tengan relación directa con las actividades que son objeto de la entidad ejecutora, iv) cuando se contraten bienes y servicios que, por sus características, requieren reserva, v) cuando se contratan actividades tecnológicas o científicas, vi) contratos de encargo fiduciario de las entidades territoriales, cuando inician el acuerdo de reestructuración de pasivos, vii) cuando no hay pluralidad de oferentes para el bien o servicio, viii) cuando se requiere la prestación de servicios profesionales de apoyo a la gestión, o si el objeto del contrato es de tal entidad que el contratista tuviera unas calidades determinantes –una obra artística, por ejemplo– y ix) en los eventos de arrendamiento o adquisición de inmuebles. 
Lo interesante es que, no obstante la fase de planeación, común a cualquier modalidad para seleccionar contratistas, en los supuestos mencionados en el párrafo anterior no hay proceso de selección complejo, «… porque la ley le concede a la entidad estatal la posibilidad de contratar “a dedo”»
. Cuando se emplea la figura, señala MARÍN CORTÉS, las partes acostumbran negociar de manera verbal, expresando directamente en el cuerpo del contrato los acuerdos a que llegan, sin existir, en estricto sentido, un momento concreto diferenciable, a título de etapa para la presentación de la oferta. Para efectos del precio, el contenido de la cláusula se conoce con el contrato, contrario sensu a lo que sucede en los procedimientos donde existe pluralidad de oferentes; lo que no obsta, precisa el autor, para que el contratista presente una oferta –verbal o escrita–, eventualmente aceptada por la entidad, caso en el cual el valor del contrato será el que se señale allí, salvo que por alguna razón deba ajustarse.
2. El precio en el escenario precontractual: presupuesto, modalidades de selección, presentación y calificación de las ofertas 
Para Marín Cortés, es clara la importancia jurídica y práctica del precio. Y es razonable, si se tiene en cuenta que el principio de economía comporta una serie de cargas para las entidades del Estado que, entre otras, tienen su escenario de concreción en la actividad contractual. Lo anterior, sumado a la selección reglada de los contratistas estatales, torna en arquimédica la cláusula del precio. Consciente de los múltiples escenarios que refuerzan esta idea, en este acápite se abordarán tres: i) el papel del precio en la destinación del presupuesto de las entidades, ii) la importancia de esta cláusula en la determinación del proceso de selección pertinente, y iii) dos eventos especiales en esta materia: la adquisición de bienes de características técnicas uniformes y la enajenación de bienes del Estado. 
2.1. El precio y la disponibilidad presupuestal

Pese a que la regulación presupuestal y las materias contractuales constituyen asuntos normativos independientes, la primera impacta de manera directa a la segunda, de tal forma que, en muchos supuestos, condiciona su desarrollo. Así, según el artículo 25.6 de la Ley 80 de 1993, «Las entidades estatales abrirán licitaciones o concursos e iniciarán procesos de suscripción de contratos, cuando existan las respectivas partidas o disponibilidades presupuestales»
. Esto implica que la entidad, para cumplir esta disposición, estima el valor probable del contrato aún en los supuestos en que la forma de pago no implique la entrega de sumas de dinero, porque la exigencia legal comprende cualquier supuesto en el que las entidades celebren contratos donde se afecte el erario, lo que sucede en la mayoría de eventos. 
Esta exigencia se complejiza un poco: la entidad no solo debe estimar el valor del contrato sino el de su eventual reajuste o actualización, es caso de pactarse esta posibilidad, posibilidad prevista en el numeral 13 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993: «Las autoridades constituirán las reservas y compromisos presupuestales necesarios, tomando como base el valor de las prestaciones al momento de celebrar el contrato y el estimativo de los ajustes resultantes de la aplicación de la cláusula de actualización de precios».
La determinación del presupuesto del contrato –apoyado en el certificado de disponibilidad presupuestal (CDP)– es importante porque el valor estimado define, en muchos casos, la manera de seleccionar al contratista: «Se dice que en muchos casos porque existen contratos cuyo proceso de selección no se determina por el valor de las contraprestaciones, sino por el objeto del contrato o por las circunstancias que lo justifican»
, tema que se estudia a continuación.
2.2. El precio y los procesos de selección 

El precio también reviste importancia para definir los procesos de selección, porque el valor calculado por la entidad, con los estudios previos, casi siempre es determinante. Y una vez se establece la forma de escogerlo, a continuación el precio reaparece como criterio para evaluar las propuestas, y finalmente para adjudicar el contrato.
No obstante, derivado del acápite previo, precio y mecanismo de selección no siempre son elementos convergentes, depende de si la forma de elegir al contratista se fundamenta: i) en la cuantía del contrato, ii) en su objeto o iii) en circunstancias excepcionales. Con el precio se define, en principio, si el mecanismo adecuado es la licitación pública, la selección abreviada de menor cuantía o la contratación de mínima cuantía (i). Pero hay situaciones en las que la forma de seleccionar al contratista se fundamenta en el objeto del contrato (ii), verbigracia, cuando el bien o servicio a contratar es de características técnicas uniformes y de común utilización, o cuando la labor a contratar es de supervisión o interventoría –para lo cual se acude al concurso de méritos–. Finalmente, en circunstancias de urgencia manifiesta (iii), reguladas en el artículo 42 de la Ley 80, también se prescinde del precio como criterio de selección, toda vez que esta se vincula con:
«… situaciones apremiantes que implican la necesidad inmediata de obras, bienes o servicios. Ello implica que la Ley, privilegiando »el interés general, sacrifica los principios de igualdad y transparencia que sustentan la licitación o concurso público, pues procedimientos de esa naturaleza demandan un tiempo que no permitiría atender las situaciones que generaron la declaratoria de urgencia, mediante la consecución en el menor tiempo posible de obras, bienes o servicios»
. 
También se dijo que el precio funge como criterio especial o como criterio posible en la evaluación de las ofertas. Marín Cortés recuerda que anteriormente la Ley 80 no permitía un solo factor de calificación, como surgía de la lectura del inciso tercero del artículo 29: 
«Del deber de selección objetiva. La selección de contratistas será objetiva. 

»(…)

»Ofrecimiento más favorable es aquel que teniendo en cuenta los factores de escogencia, tales como cumplimiento, experiencia, organización, equipos, plazo, precio y la ponderación precisa, detallada y concreta de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones o términos de referencia o en el análisis previo a la suscripción del contrato, si se trata de contratación directa, resulta ser el más ventajoso para la entidad, sin que la favorabilidad la constituyan factores diferentes a los contenidos en dichos documentos, sólo alguno de ellos, el más bajo precio o el plazo ofrecido. El menor plazo que se ofrezca inferior al solicitado en los pliegos, no será objeto de evaluación». 
La consecuencia, anota el autor, fue desfavorable en algunos eventos: interpretado en el sentido expuesto, a las entidades se les conminó a emplear dos o más criterios de escogencia, aun cuando en muchos casos no tenía sentido –cuando se adquiría papelería, por ejemplo–. Finalmente, este artículo fue derogado por la Ley 1150 de 2007, que modificó lo indicado antes, y en adelante el precio no solo se considera un factor decisivo, sino que en ocasiones la evaluación lo toma como único factor, por ejemplo, según el numeral tres del artículo 5 de la Ley 1150: cuando el objeto sea la adquisición o suministro de bienes y servicios de características técnicas uniformes y común utilización. En este evento, las entidades estatales incluirán como único factor de evaluación el menor precio ofrecido. 
Finalmente, hay un mecanismo de selección donde se proscribe que el precio sea un criterio de evaluación: el concurso de méritos, mediante el cual se eligen contratistas de consultoría: interventores, asesores, gerentes de obra y proyectos de arquitectura. Según el numeral 4 del artículo 5 de la Ley 1150, en estos casos los factores de calificación valorarán los aspectos técnicos de la oferta, siendo posible que criterios como la experiencia del oferente y de su equipo de trabajo constituyan factores de evaluación. Concluye la disposición: «En ningún caso se podrá incluir el precio como factor de escogencia para la selección de consultores». 
2.3. Modalidades especiales: la adquisición de bienes con características técnicas uniformes y la enajenación de bienes del Estado

Se trata de dos eventos especiales, en la medida en que el primero –la adquisición de bienes de características técnicas uniformes– privilegia el precio como criterio de selección; mientras que con el segundo suceden dos situaciones: i) no necesita certificado de disponibilidad presupuestal y ii) la naturaleza y el régimen jurídico del sujeto que fija el precio no se encuentra en el marco de la contratación estatal. 
Sobre la adquisición de bienes y servicios de características técnicas uniformes, la Ley 1150 de 2007 califica este evento como una causal de selección abreviada. Y es bastante particular: si bien, como se dijo en un apartado previo, se fundamenta en el objeto a contratar, el factor determinante para la selección es el precio –en este caso, el menor ofrecido–. El literal a) del numeral 2, del artículo 2, de la ley citada establece tres mecanismos a través de los cuales se adquieren los bienes que tienen uniformidad en sus características técnicas: 
«Para la adquisición de estos bienes y servicios las entidades deberán, siempre que el reglamento así lo señale, hacer uso de procedimientos de subasta inversa o de instrumentos de compra por catálogo derivados de la celebración de acuerdos marco de precios o de procedimientos de adquisición en bolsas de productos». 
Según el Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.3.1, el acuerdo marco de precios consiste en «[un] Contrato celebrado entre uno o más proveedores y Colombia Compra Eficiente, o quien haga sus veces, para la provisión a las Entidades Estatales de Bienes y Servicios de Características Técnicas Uniformes, en la forma, plazo y condiciones establecidas en este». Para regular el procedimiento, el artículo 2.2.1.2.1.2.10 del Decreto dispone: 

«Proceso de contratación para un Acuerdo Marco de Precios. Colombia Compra Eficiente debe diseñar y organizar el Proceso de Contratación para los Acuerdos Marco de Precios por licitación pública y celebrar los Acuerdos Marco de Precios. 

»El Acuerdo Marco de Precios debe establecer, entre otros aspectos, la forma de: a) evaluar el cumplimiento de las obligaciones a cargo de los proveedores y de los compradores; b) proceder frente al incumplimiento de las órdenes de compra; y e) actuar frente a los reclamos de calidad y oportunidad de la prestación». .
»Hay que resaltar que no siempre la adhesión al mecanismo es voluntaria: las «entidades Estatales de la Rama Ejecutiva del Poder Público del orden nacional, obligadas a aplicar la Ley 80 de 1993 y la 1150 2007, o las normas que modifiquen, aclaren, adicionen o sustituyan, están obligadas a adquirir Bienes y Servicios de Características Técnicas Uniformes a través los Acuerdos Marco de Precios vigentes»
.
Por su parte, el procedimiento para realizar la subasta inversa se regula en el artículo 2.2.1.2.1.2.2 del Decreto 1082. En realidad constituye una “bajasta”, porque se le adjudica a quien ofrezca el precio más bajo. Inclusive, en caso de empate, prescribe que el factor inicial de desempate será el menor precio inicial ofrecido. La subasta termina cuando «… los oferentes no hagan Lances adicionales durante un período para la presentación Lances. La Entidad Estatal debe adjudicar el contrato al oferente que haya presentado el Lance más bajo. En el acto adjudicación la Entidad indicará el nombre de los oferentes y el precio del último lance presentado por cada uno de ellos» (Artículo 2.2.1.2.1.2.4). 
Y sobre la enajenación de bienes del Estado, como se dijo al introducir el acápite, hay dos particularidades: i) no se necesita CDP y ii) otro fija el precio. Sobre lo primero, el argumento es sencillo: el CDP es importante cuando se compromete el presupuesto de las entidades; evento que constituye la regla general: es el Estado quien busca a alguien para que le venda cosas; pero en este caso, donde el Estado es el que vende, las condiciones de la actividad cambian; de allí el segundo numeral, sobre el que se avanzará un poco. 
Los mecanismos de enajenación de bienes del Estado son también causal de selección abreviada –literal e) del artículo 2 de la Ley 1150–. Estos bienes se venden a través de: i) la oferta en sobre cerrado o ii) subasta pública. La diferencia entre ambos mecanismos es que en el primero no hay lances; no obstante permitírsele a los oferentes mejorar su propuesta una sola vez –artículo 2.2.1.2.2.2.1 del Decreto 1082–. La subasta pública, por su parte, procede en el mismo sentido de la subasta inversa –es decir, sigue las mismas reglas–; adjudicándosele, en este caso, a la propuesta con el mayor valor. 
Este procedimiento tiene un precio base, fijado por un avaluador. Antes, con el Decreto 822 de 1994, esta labor se le asignó al Instituto Geográfico Agustín Codazzi –art.15–; posteriormente, el Decreto Extraordinario 2150 de 1995 permitió que los avaluadores fueran sujetos inscritos en las lonjas de propiedad raíz. Había un elemento común a estas y a las siguientes disposiciones: el concepto de avalúo como «valor base de la negociación». Según Marín Cortés «daba la impresión de que no podía venderse por un precio inferior o superior»
. Este problema se resuelve parcialmente con la regulación actual, el Decreto 1082 de 2015, que señala, en primer lugar, que los avalúos serán realizados por Instituto Geográfico Agustín Codazzi o por una persona especializada inscrita en el Registro Nacional Avaluadores que administra la Superintendencia de Industria y Comercio
 –art. 2.2.1.2.2.3.1–; y, en segundo lugar, que el avalúo constituye, junto con otras variables, el precio mínimo de venta. Las variables, dispuestas en el artículo 2.2.1.2.2.3.2, son: i) el valor del avalúo, de conformidad con su reglamentación vigente, ii) los ingresos que la entidad percibe del bien, iii) todos los gastos en que incurre la entidad en su conservación, iv) la tasa de descuento –el porcentaje al cual se descuentan los flujos de caja futuros para traerlos al valor presente y poder con ello determinar un valor equivalente del activo; determinada en función de la DTF–; v) el tiempo de comercialización; y vi) los activos saneados y no saneados transferibles del bien. Así las cosas, el cálculo del valor mínimo de venta se realiza con fundamento en la diferencia entre el valor actualizado de los ingresos, incluido el valor del avalúo del bien, y el valor actualizado de los gastos a una tasa de descuento dada. 

Este valor es importante, porque constituye el precio límite para presentar ofertas. De manera curiosa, y en sentido inverso a las modalidades usuales, en aquellas no es posible superar el monto presupuestal fijado por la entidad; y en esta la oferta no puede ser inferior al precio mínimo de venta. De hecho, en tanto esto no suceda es posible que el bien se venda, aunque solo se presente una oferta. Adicionalmente, enajenar bienes del Estado no es igual a prescindir de la fase de estudios previos. En este caso, la única diferencia radica en que, por las cuestiones expuestas, no se necesita CDP; en cambio, se requiere el avalúo comercial del bien y el precio mínimo de venta, como soportes para el negocio
.
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� Este ensayo hace parte de la labor de apoyo a la investigación que el Auxiliar de Investigación realiza al interior del Grupo de Estudio de Derecho Público adscrito al CEDA, y se utiliza no solo para enriquecer el trabajo que el Investigador Principal adelanta al interior del CEDA ―que finalmente aprovecha para construir el texto definitivo―, sino también para beneficio de la comunidad académica.


� Auxiliar de Investigación del Grupo de Estudio de Derecho Público, Nivel II, adscrito al Centro de Estudios de Derecho Administrativo ―CEDA―.


� MARÍN CORTÉS, Fabián G. El precio. Serie: Las cláusulas del contrato estatal. Medellín: Librería Jurídica Sánchez R. Ltda. & Centro de Estudios de Derecho Administrativo (CEDA), 2012.


� BUSTELO, Ernesto. Derecho y obligaciones del contratante particular. Derecho al precio. En: Contratos administrativos. Buenos Aires: Lexis Nexis, 2002. p. 590. Citado por: MARIN. Op. Cit., p. 81. 


� El artículo 69 del Decreto 150 de 1976, derogado por el artículo 81 del Decreto 222 de 1983, prescribía diferentes formas de pago de los contratos de obra: i) por un precio global o precio alzado, ii) por precios unitarios, determinando el monto total de la inversión, iii) Por el sistema de administración delegada, iv) por el sistema de reembolso de gastos y pago de honorarios y v) mediante el otorgamiento de concesiones; asunto que se mantuvo en el Decreto 222. Del precio global y el precio fijo se ocupaban los artículos 77 y 78 del Decreto 150 de 1976, respectivamente –lo que luego se dispondría en los artículos 88 y 89 del Decreto 222 de 1983–. 


� Asunto sobre el cual Marín Cortés llama la atención –ibíd., p. 134–. La distinción entre precio y forma de pago es clara, aunque se trata de cláusulas que se condicionan; así, el precio se refiere al valor total del contrato; en tanto la forma de pago remite a la manera en que esa suma se entrega al contratista. 


� Ibíd., p. 136. 


� MATALLANA CAMACHO, Ernesto. Manual de contratación de la administración pública. Ley 80 de 1993. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2005. p. 348. El autor se apoya en ESCOBAR HERNÁNDEZ, Álvaro. El contrato estatal de obra. Bogotá: Ediciones jurídicas Gustavo Ibáñez, 2000. p. 84 a 89.


� MARÍN. Op. cit., p. 137. 


� En particular se alude a: i) la Sentencia de abril 29 de 1999, rad. 14.855, con ponencia del Consejero Daniel Suárez Hernández, ii) la Sentencia de la Subsección B del 6 de abril de 2011, rad. 14.823, con ponencia de la Consejera Stella Conto Díaz del Castillo y iii) la Sentencia del 27 de junio de 2013, rad. 17.431, con ponencia del Consejero Mauricio Fajardo Gómez.


� LAMPREA RODRÍGUEZ, Pedro. Contratos estatales. Bogotá: Temis, 2007. p. 452.


� MARÍN. Op. cit., p. 140. 


� Claro que Marín Cortés no desconoce los riesgos de esta modalidad. Principalmente que el precio, así pactado, puede resultar muy alto para la entidad, en la medida en que el contratista, previendo posibles sobrecostos puede tornar en demasía costosa su oferta. En contraposición, para el contratista también constituiría una desventaja: máxime si los cálculos de su oferta no son bastante sólidos. Como se dijo, su formulación debe cubrir cualquier contingencia posible. 


� MATALLANA. Op. cit., p. 349.


� MARÍN. Op. cit., p. 144. Esta aclaración es importante, porque introduce el elemento que separa estas modalidades de aquella que se conoce como «administración delegada». En el Decreto 222 se entendía como «… aquellos [contratos] en que el contratista, por cuenta y riesgo del contratante, se encarga de la ejecución del objeto del convenio. El contratista es el único responsable de los subcontratos que celebre». Señala el autor de esta cita que, para efectos de la Ley 80 de 1993, esta modalidad quedó comprendida en una de las formas del contrato de consultoría, en el inciso segundo del numeral segundo del artículo 32: «Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, proyectos y anteproyectos» (énfasis fuera del original). 


� Ibíd, p. 15.


� Para PALACIO HINCAPIÉ, constituye un procedimiento i) excepcional y ii) supletivo. A su tenor, la entidad busca al contratista de la misma manera que se hace entre particulares; lo que no implica el desconocimiento del carácter reglado de los procedimientos de selección y la observancia del principio de selección objetiva (PALACIO HINCAPIÉ, Juan Ángel. La contratación de las entidades estatales. 4 ed. Medellín: Librería Jurídica Sánchez R. Ltda., 2003. p. 210-213).


� MARÍN. Op. cit., p. 158.


� Así, según el Decreto 1082 de 2015, el acto administrativo de apertura del proceso de selección contiene, entre otros, el certificado de disponibilidad presupuestal, en concordancia con las disposiciones orgánicas correspondientes (Art.2.2.1.1.2.1.5 de la Subsección 1, Sección 2, Capítulo I, Título I, Parte 2). Exigencias que se armonizan con el artículo 71 del Decreto 111 de 1996, que prescribe: «Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.


»Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos».


� MARÍN. Op. cit., p. 88.


� MATALLLANA. Op. cit., p. 320.


� Parte 2, Título 1, Capítulo 2, Sección 1, Subsección 2, Artículo 2.2.1.2.1.2.7: «(…) Las entidades territoriales, los organismos autónomos y los pertenecientes a la Legislativa y Judicial no están obligados a adquirir y Servicios de Características Técnicas Uniformes a través de los Acuerdos Marco de Precios, pero facultados para hacerlo». 


� MARÍN. Op. cit., p. 186-187. Así se mantuvo en el Decreto 4117 de 2006.


� La Ley 1673 de 2013, Por la cual se reglamenta la actividad del avaluador y se dictan otras disposiciones, crea el Registro Abierto Nacional de Avaluadores: «Art. 5. Créase el Registro Abierto de Avaluadores, el cual se conocerá por sus siglas "RAA" y estará a cargo y bajo la responsabilidad de las Entidades Reconocidas de Autorregulación». 


Las Entidades Reconocidas de Autorregulación son aquellas reconocidas por la Superintendencia de Industria y Comercio, que: a. Sean entidades gremiales, sin ánimo de lucro; b. Cuenten entre sus miembros avaluadores personas naturales o asociaciones gremiales, en las cuales a su vez, sean miembros avaluadores personas naturales, y c. Cumplan con los demás requisitos que les imponga la ley –art. 26, Ley 1673–.


� «Artículo 2.2.1.2.2.1.7. Estudios previos. Los estudios y documentos previos deben contener además de lo señalado en el artículo 1.1.2.1.1 del presente decreto, el avalúo comercial del bien y el precio mínimo venta, obtenido de conformidad con lo señalado en el presente título».
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